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CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO

CIUDADANOS DIPUTADOS:


A la Subscrita Comisión de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, le fue turnada, por acuerdo de la Asamblea, Iniciativa envida a este Cuerpo Colegiado, por el Titular del Poder Ejecutivo  del Estado, mediante la cual propone Reformas y Adiciones a la Constitución Política  del Estado Libre y Soberano de Jalisco, en uso de las facultades que le confieren los artículos 16, fracción II y 35 de la propia Constitución Local.


De las consideraciones que hace el Ejecutivo en su Iniciativa, se destacan las siguientes:


“La estabilidad política y el régimen de libertades del que disfruta el país, son el resultado de una sociedad que ha ido estableciendo las bases legales e institucionales que necesitan; esa bases se encuentran contempladas tanto en nuestra Carta Fundamental como en la Constitución Política del Estado”.


“El sistema de gobierno mexicano ciertamente que no ha sido obra de la casualidad, sino consecuencia de las ansias legítimas del pueblo que, al lograr su independencia, requirió de una estructura gubernamental, triunfando el sistema federal por decisión mayoritaria.


“Vivimos una nueva etapa dinámica en la vida de Jalisco en que la renovación y el cambio, el diálogo y la concertación, la unidad y la solidaridad, son imperativos de nuestro tiempo que mi Gobierno se trazó desde un principio y que estimula y mantiene como método de trabajo diario, para satisfacer las demandas de una  sociedad  mas compleja y participativa. Todo, dentro de la paz social, la libertad, la democracia y la justicia, valores supremos que reclama nuestra sociedad”.

“La Reforma del Estado emprendido por el Primer Magistrado de la Nación, propició la modernización de la vida política nacional, que se tradujo en reformas constitucionales y en la expedición de una nueva legislación en la materia electoral, que contempla por primera vez en la vida jurídica del país aspectos de vital importancia para la participación política de los mexicanos”.

“Así tenemos el establecimiento del servicio profesional electoral; la facultad de los ciudadanos para asociarse libre y pacíficamente para tomar parte en los asuntos políticos del país; la creación del Registro Nacional de Ciudadanos que tendrá a su cargo la  expedición de las constancias respectivas y en su caso, de la credencial para votar, previa inscripción en el padrón electoral; la determinación de que la organización de las elecciones es una tarea en cuya corresponsabilidad concurren los poderes Legislativo y Ejecutivo de la Nación con los partidos políticos y la ciudadanía; la creación de un organismo autónomo con personalidad jurídica y patrimonio propios, que tendrá a su cargo la preparación, desarrollo y vigilancia, denominado Instituto Federal Electoral; la elevación a rango Constitucional de los principios rectores del Proceso Electoral consistentes en la legalidad, profesionalismo, certeza, objetividad e imparcialidad, así como el señalamiento de nuevas fórmulas para la distribución de las diputaciones por el principio de representación proporcional y la integración del Colegio Electoral y finalmente, la definitividad de los actos o resoluciones que emita el Tribunal Electoral Federal, las que sólo podrán ser revocadas o modificadas por el Colegio Electoral respectivo únicamente en los casos específicos que establecen las Leyes”

“Corresponde ahora a los jaliscienses, que por imperativo de su ser y de su conciencia aman  y buscan la legalidad y en especial la vocación democrática, llevar a cabo la modernización de los preceptos legales relacionados con la materia política electoral para permitir una mayor participación de las diferentes corrientes ideológicas existentes en la entidad”..

Congruente con nuestra tradición federalista y con el objeto de mantener a Jalisco en la vanguardia democrática, nos corresponde ahora a los jaliscienses dentro del marco de nuestra Soberanía adecuar la Constitución Política de nuestro Estado con las reformas realizadas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en aquellos aspectos afines con nuestra idiosincrasia y nuestra vocación política”.

“En tales condiciones, en la presente iniciativa se somete a su consideración, reformas y adiciones a los artículos 2°, 4°, 8°, 23 y 36 de la Constitución Política Estatal, a efecto de que conjuntamente con estas nuevas constitucionales y en los términos de las iniciativa de reformas y adiciones a la Ley Electoral del Estado que por separado igualmente envío a la  consideración de esa Representación Popular, puedan resolverse en forma integral cualquier situación que se presente respecto a la proceso electoral”.


“Se propone reformar y adicionar el artículo 2° de la Constitución Política Local, modificando su   redacción actual en forma total, en algunos casos para darle mayor claridad a su contenido y en otros, para incluir aspectos que constitucionalmente no están actualmente contemplados”.


“Así tenemos que la reforma al  primer párrafo, tiende a señalar que será el Estado de Jalisco, el que adopta la Forma de Gobierno, Republicano, Representativo  y Popular, así como para incluir el concepto de división territorial que no existía en el texto vigente, reiterando que será el municipio libre, la base de su organización política y administrativa”.


“De la misma manera, se propone que en un párrafo por separado, que será el segundo de dicho numeral, se establezca que todo poder público dimana del pueblo y que se instituye para su beneficio, por ser éste el mandante y titular de la soberanía”.

“En el tercer párrafo cuya inclusión se propone, se alude a que la soberanía del Estado reside originalmente en el pueblo y que en el nombre de este  la ejercen los titulares del poder público, por estimar de especial importancia el que se incluya este concepto máxime que el Capítulo en el que se encuentra dicho ordenamiento se denomina “De la Soberanía Interior del Estado y de la Forma de Gobierno”.


“En diferentes ocasiones hemos señalado que el proceso electoral, desde nuestra particular perspectiva, es aquel actuar sistemático que realizan los ciudadanos, partidos políticos y organismos electorales, cuyo fin es la obtención en cifras, de los sufragios emitidos por los  electores en una contienda electoral, por lo que consideramos de especial relevancia elevar a rango -Constitucional el que además de ser funciones de orden público los procesos electorales, estos tengan como principios rectores la legalidad, imparcialidad, profesionalismo certeza y objetividad, dado que dichos aspectos deberán de prevalecer durante los comicios locales”.


“Igualmente, se deja precisado que la organización de la referida función estatal será competencia de los poderes Legislativo y Ejecutivo, con la participación corresponsable de partidos políticos nacionales registrados y de los ciudadanos”.


“Una de las inquietudes más palpables que se han tenido durante la evolución de nuestro sistema político electoral, ha sido la conformación de los organismos encargados única y exclusivamente de la conducción de los procesos electorales, reconociendo el Estado la responsabilidad de interés público que revisten éstas acciones en un país democrático como el nuestro”.


“En nuestro sistema político-electoral ha sido fundamental la presencia además de representantes de los poderes Legislativo y Ejecutivo, de los representantes de los diferentes partidos políticos contendiente, considerándose relevantes que también participen los ciudadanos, como testigos de calidad de la transparencia de los procesos electorales, cuya inclusión también se propone en éste precepto constitucional según se verá posteriormente”.

“Con independencia de tales razonamientos, es fundamental fortalecer a los organismos electorales encargados de la preparación, desarrollo y vigilancia de los comicios, por lo que se considera prioritario el que constitucionalmente, se dote a los organismos electorales de autonomía, personalidad jurídica y patrimonio propio, así como que se defina su permanencia máxime que sólo de esta forma se podrá cumplir con el propósito de profesionalizar a quienes tendrían a su cargo tan importante función”.


“Por la trascendencia jurídica y para darle definitividad y seguridad a los actos y resoluciones de los organismos electorales, se indica en dicho numeral, que en la Ley Reglamentaria se establecerán los medios de impugnación para garantizar la legalidad del proceso electoral”.


“En lo relativo al Tribunal de lo Contencioso Electoral, se define a éste como un órgano jurisdiccional y se le dota constitucionalmente de autonomía y personalidad  jurídica. Resaltando el que los actos o resoluciones que dicho tribunal pronuncie, serán definitivos e inatacables, salvo aquellos que dicte con posterioridad a la jornada electoral, que solo podrán ser revisados y en su caso modificados por el Colegio Electoral”.


“Se incluye igualmente que el referido órgano jurisdiccional contará con un cuerpo de magistrados y secretarios, los cuales serán independientes y sólo responderán al mandato de la ley, en la inteligencia que por lo que se refiere a los requisitos para desempeñar el cargo de magistrado, se propone que sean los mismos que se  exigen a los magistrados del Supremo Tribunal de Justicia, dada la evidente trascendencia de la función que desempeñarán”.

“En dicho precepto finalmente, se establece constitucionalmente, la existencia de consejeros ciudadanos como integrantes del Consejo Electoral del Estado, al estimarse importante el que en dicho organismo participe activamente la sociedad civil, como un elemento fundamental para darle transparencia a los actos que por imperativo legal deban realizarse en el desarrollo del proceso electoral”.

“Los aludidos consejeros ciudadanos, serán propuestos por el Titular del Poder Ejecutivo del Estado y será esa Soberanía la que los designe mediante el voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes, señalándose que en el caso de no lograrse tal porcentaje,  se procederá a la insaculación de entre los candidatos propuestos, dejándose a la Ley Reglamentaria, el señalamiento de las reglas, el procedimiento y los requisitos que deben satisfacerse”.


“Se propone igualmente que en la denominación  del capítulo III de nuestra Constitución Política Local, se agregue a la vigente relativa a los habitantes del Estado, el término garantías políticas, habida  cuenta que las adiciones que se someten a su consideración, tienen relación con tal denominación”.


“De aceptarse la propuesta, se establecerá además en el artículo 4° del expresado Capítulo, dos  fracciones que contendrán, la primera, con el número VI,  el derecho de los jaliscienses de participar en la vida política del estado en la forma y términos que señalen las leyes, dándole rango constitucional a tan importante derecho político”.


“Teniendo en consideración que el ejercicio de la democracia en el estado moderno, es mediata y representativa, en la cual la voluntad colectiva que prevalece es la determinada por aquellos que fueron electos por la mayoría de los ciudadanos, en la referida  fracción, se indica claramente que no se podrá aspirar simultáneamente a diferentes cargos de elección popular en el proceso electoral, ni ser candidato a diputado por los principios de mayoría relativa  o de representación proporcional a la vez”.


“Tal limitación se justifica, dado que de aceptarse que una persona pueda al mismo tiempo ser postulada a diferentes cargos de elección popular, se atentaría contra el elemental principio de la representatividad y de la democracia, dado que se presentaría la  aberrante situación de que fuera derrotado al aspirar por un cargo y resultar triunfante para otros, así como limitaría el derecho que tienen los jalisciense que cumplan con los requisitos legales, para ser tomados en cuenta con la postulación de diferentes cargos”.

“La segunda, que sería la fracción VII, en la que se contempla el derecho de los habitantes del Estado, de afiliarse individual y libremente al partido de su preferencia, previo el cumplimiento de los requisitos estatutarios de ingreso”.


“Tal adición, tiene especial relevancia al conceder constitucionalmente la facultad a los  jaliscienses de formar parte de aquel instituto político cuya declaración de principios, programa de acción y normas estatutarias sean acordes  con su forma de pensar”.


“En la propia fracción cuya adición se somete a la consideración de ustedes ciudadanos Diputados, se contempla un primer párrafo, para darle sustento constitucional local a los partidos políticos nacionales registrados, definiéndolos como entidades de interés público y formas de organización política, para darle congruencia a lo que sobre éste particular señala nuestra Carta Magna”.


“En el segundo párrafo de la fracción de que se viene hablando, se establece el requisito de que sólo los partidos políticos que hubiesen obtenido su registro ante el Instituto Federal Electoral, conforme a los dispuesto por el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, puedan participar en las elecciones de Diputados, Gobernador y Munícipes, exigiéndoles además que previamente obtengan su registro  ante el Consejo Electoral del Estado”.


“La importancia de dichas adiciones se justifican dado que sólo al través de los institutos políticos registrados, podrán los ciudadanos acceder al ejercicio del poder público, siendo interesante resaltar la positiva experiencia registrada en Jalisco, al permitir a  partir del año de 1979, únicamente la participación en los comicios locales de partidos políticos nacionales registrados”.


“En otro orden de ideas, se propone la reforma al tercer párrafo del artículo 8° de nuestra Constitución Local, para establecer que la declaratoria que lleve a cabo el Colegio Electoral al calificar las elecciones de los presuntos diputados, así como todos los demás actos que realice esa representación Popular en  funciones del Colegio Electoral sean definitivos e inatacables”.


“La importancia de la referida adición es obvia, dada la trascendencia de las funciones que por imperativo legal debe realizar el Colegio Electoral, como único organismo facultado para calificar las elecciones para la renovación de los poderes Legislativo y Ejecutivo y de los ayuntamientos de la entidad”.


“Por otra parte, se propone la adición de dos párrafos en el aludido numeral”.


“El primero, para establecer constitucionalmente la facultad del Colegio Electoral, de dictaminar  y someter a votación de inmediato, aquellas constancias que se otorguen a presuntos diputados cuya elección no se impugne ante el Tribunal de lo Contencioso Electoral, dejando a salvo aquellos casos supervivientes que obliguen a su revisión”.


“En el segundo párrafo, se reitera que las resoluciones del Tribunal de lo Contencioso Electoral, serán obligatorias y que sólo podrán ser modificadas o revocadas por el Colegio Electoral del Congreso, mediante el voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes,  siempre que de la revisión que se haga al expediente respectivo, se deduzca la existencia de violaciones a las reglas en materia de admisión y valoración de  pruebas y en la motivación del fallo o cuando éste fuere contrario a derecho”.


“A su vez, se propone adicionar con un tercer párrafo la fracción VIII del artículo 23 de nuestra Constitución Política Local, que establece las facultades de esa Soberanía, para autorizarla a designar a las personas que desempeñarán los cargos de Consejeros  Ciudadanos, con la finalidad de hacer efectiva la adición que se propone al artículo 2° de la propia Constitución Local”.


“Por otra parte, en reiteradas ocasiones hemos señalado que el municipio es organización política de pobladores y ciudadanos cuyo gobierno se ejerce por un ayuntamiento y que en términos de nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos éste debe entenderse como un Gobierno Republicano por definición abierto a la participación de la sociedad en sus diversas instancias y de naturaleza auténticamente representativa”.


“Es por ello que ha sido propósito de mi administración darle plena vigencia al artículo 115 de nuestra Carta Fundamental, mediante el impulso a las ciudades medias”.

“Dado que en los comicios locales se elige no a un presidente municipal, sino a un ayuntamiento, es por lo que en éste sencillo principio se basa nuestra propuesta de fortalecimiento político y de renovación democrática de la vida municipal”.


“Estas consideraciones, nos sirven de marco para proponer la adición de varios párrafos al artículos 36 de nuestra Constitución Política Local”.

“Las adiciones de que viene hablando, tienden en esencia al fortalecimiento de la vida democrática y la posibilidad de propiciar el pluralismo ideológico en la formación de los cabildos”.

“En una clara  demostración del proceso de apertura democrática, en el año de 1984, se reformó la Ley Electoral del Estado para establecer la posibilidad de  que todos los ayuntamientos del estado, se integraran además de los munícipes de mayoría relativa, con regidores de representación proporcional”.


“En el año de 1987, se promulga la actual Ley Electoral del Estado, en la que se disminuyen los porcentajes para que los partidos políticos minoritarios tengan derecho a que se les asigne regidores de representación proporcional, del nueve por ciento hasta ese entonces vigente, al siete por ciento en aquellos municipios con población de hasta ochenta mil habitantes; del seis por ciento cuando exceda de dicha cifra pero sin llegar a quinientos mil; y del cinco por ciento, en los que se rebasen tal cantidad”.


“Con el objeto de seguir fortaleciendo la tendencia histórica existiendo en Jalisco que permita la posibilidad de que en el órgano de gobierno municipal, haya mayor presencia de la minoría, someto a la consideración de ese Honorable Cuerpo Colegiado el que constitucionalmente se incluya el derecho que tienen los  partidos minoritarios a la asignación de regidores bajo el principio de representación  proporcional y que se disminuyan los porcentajes existentes y a la vez, en algunos municipios, se aumente el número de regidores de representación proporcional, en forma diferente a la que contempla la vigente Ley Electoral, en los términos que se  indican a continuación”.

“En los municipios en que la población no exceda de ochenta mil habitantes, además de los siete regidores electos por el principio de mayoría relativa, se asigne uno de representación proporcional, siempre que cuando menos un partido, obtenga un número de votos no menor al cinco por ciento de la votación municipal, emitida”.


“En los que exceda de ochenta mil pero de quinientos mil habitantes, se elegirán nueve regidores por el principio de mayoría relativa y se asignarán hasta cuatro ediles de representación proporcional, en lugar de los tres que actualmente contempla la Ley de la materia, siempre y cuando menos un partido político alcance un mínimo del cuatro por ciento de la votación municipal emitida”.

En aquellos municipios en los que su población exceda de quinientos mil habitantes, habrá once regidores electos por el principio de mayoría relativa y se asignarán hasta cinco regidores de representación proporcional, en lugar de los cuatro que señala la Ley vigente, siempre que cuando menos un partido político alcance un número no inferior al tres por ciento de la votación municipal emitida”.

“Es importante destacar que para el incremento en el número de regidores de representación proporcional, sólo en los casos de los municipios cuya población exceda de ochenta mil habitantes, se tomaron en cuenta los datos preliminares arrojados por el XI Censo General de Población y Vivienda efectuado en 1990, que señaló 5‘278,987 habitantes en Jalisco”.

“Ahora bien, en siete municipios (Guadalajara, Zapopan, Tlaquepaque, Tonalá, Puerto Vallarta,  Lagos de Moreno y Tepatitlán), se concentra el 59.79% del total de la población, es decir 3’156,410 personas”.

“En los restantes ciento diecisiete municipios del estado (todos ellos con población inferior a los ochenta mil habitantes), se concentra un 40.21%, ya que cuentan en conjunto con 2,122,577 ”.

“Ello indica que en los municipios de mayor concentración de población, en donde se propone el incremento de treinta regidores de representación proporcional en conjunto, existe un porcentaje de que por cada 105,213.67 habitantes, habrá un regidor de representación proporcional”.

“En el resto de los municipios (117) en los que existe una población menor de ochenta mil personas, tienen derecho a la asignación de 117 regidores bajo dicho principio, en un porcentaje de que por cada 18,141,68 habitantes, hay un regidor de representación proporcional”.

“Además, para el incremento en el número de munícipes también se tomó en consideración la capacidad económica de los ayuntamientos y fundamentalmente, sirvió como criterio determinante, el buscar un equilibrio entre las corrientes mayoritarias y minoritarias existentes en cada municipio”.
“Por último, se propone establecer constitucionalmente la facultad a esa Soberanía para que en el caso de nulidad de elecciones municipales, expidan la convocatoria para elecciones extraordinarias en un término no mayor de dos meses, salvo que ocurran circunstancias que ameriten ampliar dicho plazo”.

La Comisión que suscribe una vez hecho el estudio y análisis del contenido de la Reforma Constitucional que se propone estima conveniente hacer los  siguientes

R A Z O N A M I  E N T O S


Es incuestionable que Jalisco se destaca por su constante afán de tener un sistema Jurídico, acorde a los requerimientos cada vez más exigentes, de una sociedad moderna, cambiante y más democrática.


Los tiempos actuales demandan profundas reformas que hagan realidad el fortalecimiento de la vida democrática de los jaliscienses. Esto solo se logra adecuando nuestra Legislación, incluso desde su base fundamental que es la Constitución Política del Estado de Jalisco.


Dentro del marco de nuestra soberanía y con estricto apego a la tradición Federalista de Jalisco, hoy os toca darle congruencia en la materia Político Electoral,  a nuestra Constitución Local, con las recientes Reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que el primer mandatario de la Nación promovió cumpliendo así con el pueblo de México, el compromiso de impulsar la democracia a través de procesos electorales, limpios, claros y confiables.


En razón de lo anterior se propone reformas de fondo en los artículos 2°, 4°, 8°, 23 y 36 de nuestra Constitución, a efecto de establecer bases constitucionales más sólidas, que constituyan una  verdadera Reforma de Estado en Política-Electoral y que sean el soporte de profundas modificaciones en nuestra Legislación Electoral, para hacerla acorde a la dinámica de desarrollo de la sociedad.


Se precisa la Soberanía popular, se eleva a rango constitucional que los procesos electorales son funciones de orden público, teniendo como principios rectores la legalidad, imparcialidad, profesionalismo; se puntualiza que la organización de las elecciones será competencia de los poderes Legislativo y Ejecutivo con la participación corresponsable de los partidos políticos y de los ciudadanos; se dota a los organismos electorales de autonomía, personalidad Jurídica y patrimonio propio, así como su permanencia para alcanzar su profesionalización; para darle seguridad y definituidad a los actos y resoluciones de dichos organismos, se precisa que en la Ley Electoral se establecerán los medios de impugnación procedentes para garantizar la legalidad de los procesos; por otra parte al Tribunal de lo Contencioso Electoral se define como órgano Jurisdiccional, dotándolo de autonomía y personalidad Jurídica, resaltando que los actos y resoluciones que pronuncie serán definitivos e inatacables, salvo lo que dicte con posterioridad a la jornada electoral que solo podrán ser revisados y modificados en su caso, por el Colegio Electoral, se establece la exigencia de que los organismos electorales se integren con consejeros, para que participe la sociedad civil y de fe de la transparencia y legalidad de los  procesos; la designación de los consejeros ciudadanos que integran el Consejo Electoral del Estado, la hará este Cuerpo Colegiado mediante el voto de las dos terceras  partes de sus miembros presentes y a propuesta del Titular del Poder Ejecutivo.

Por otra parte se precisa el derecho que tienen los habitantes del Estado para afiliarse individual y  libremente al partido de sus preferencia; se define lo que son los partidos políticos y sus objetivos generales y que solo a través de ellos, los ciudadanos podrán acceder al ejercicio del poder público; se puntualiza que  las resoluciones, y declaratorias que emita el Colegio Electoral en el ámbito de su competencia serán  definitivas e inatacables.

Por cuanto corresponde al  ámbito Municipal y con el ánimo de darle plena vigencia al artículo 115 de nuestra carta fundamental; se precisa el derecho que tienen los partidos minoritarios, no ganadores en una elección municipal, para contar con regidores de representación proporcional, disminuyendo los porcentajes existentes para facilitar el acceso a este derecho; para los diversos tipos de municipios en razón de su población, los que no exceda de 80,000 habitantes, los que excediendo de esta cantidad pero no de 500,000 y los que tengan población mayor a esta última suma, se establecen con claridad los requisitos para alcanzar las regidurías de representación proporcional de acuerdo a la votación municipal alcanzada; en los dos últimos tipos de Municipios se incrementa el número de regidores por este principio de tres a cuatro y de cinco a seis respectivamente con las disposiciones vigentes.


Tomando en consideración que la democracia es una realidad en nuestro país y en nuestro Estado y que es un proceso no acabado, que requiere constantes adecuaciones en su marco legal, para estar acorde con su práctica social, estimamos que la reforma constitucional que se propone debe aprobarse con algunas modificaciones para darle congruencia con los artículos 41 y 115 de la Constitución Federal; por lo que de conformidad a lo que establecen los artículos 93 y 94 y demás relativos de la Ley Reglamentaria del Poder Legislativo en vigor, sometemos a la elevada consideración de Ustedes Ciudadanos Diputados, el siguiente proyecto de

DECRETO

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTICULOS 2°, 4°, 8°, 23 Y 36 DE LA CONSTITUCIÓN POLITICA DEL ESTADO.
